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EDITORIAL

Este número 11 de Derecho y Sociedad se ha dedicado monográ!camente 
a la nueva Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras, 
publicada en la Gaceta O!cial N° 6.076 extraordinario del 7 de mayo de 
2012. La Ley vino a derogar la Ley Orgánica del Trabajo que estaba vigente 
desde 1997.

Una de las Leyes más importantes para la sociedad es, a no dudarlo, 
la Ley del Trabajo, que viene a regular esa actividad principalísima de las 
personas, que tantas consecuencias tiene en el ámbito personal y familiar, 
como en el social, económico y político.

Por ello, el contenido de una Ley del Trabajo no es inocuo para las per-
sonas y para la sociedad en la cual se dicta. La orientación de las normas 
laborales pueden con!gurar en uno u otro sentido el bienestar de los ciu-
dadanos. Una Ley Laboral puede ocasionar consecuencias negativas para 
personas especí!cas y para la sociedad en su conjunto, pero también puede 
contribuir al crecimiento de esa sociedad.

Las instituciones fundamentales del Derecho del Trabajo se han mante-
nido bajo el esquema de la nueva Ley, como no podía sino ser. Los cambios 
puntuales que contiene, sin embargo, han generado preocupación. Desde 
Derecho y Sociedad hemos querido dar un lugar para el estudio cientí!co 
de tales reformas en el régimen laboral venezolano.

Carlos García Soto
Director
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 Consecuencias  
de la supresión legal  
de las categorías  
de obrero y empleado, 
respecto al ámbito de 
aplicación personal  
de las convenciones 
colectivas de trabajo
Manuel Díaz Mujica1

SUMARIO: I. Introducción.  II. Marco normativo. III. Algunos comentarios.  
IV. Condiciones de trabajo diferentes según la categoría profesional. V. Algunas 
decisiones judiciales de importancia. VI. Conclusión.

I. Introducción
La Ley del Trabajo del 16 de julio de 1936 diferenciaba al obrero del empleado 
con base en el predominio del esfuerzo manual o físico sobre el intelectual.  
Esta distinción no era meramente semántica sino que tenía repercusiones 
legales y prácticas bien importantes.

Así por ejemplo, hasta que entró en vigencia la Ley de 1990, la jornada 
semanal máxima de trabajo era de cuarenta y ocho horas para los obreros y 
de cuarenta y cuatro horas para los empleados.  La proporción de venezola-
nos y extranjeros permitida por la ley debía ser computada separadamente 
para obreros y empleados según el artículo 8 del Reglamento de la Ley del 
Trabajo del 30 de noviembre de 1938, y luego el artículo 24 del Reglamen-
to de la Ley del Trabajo de 1973 mantuvo la norma, agregando que igual 
cómputo separado debía aplicarse a las remuneraciones de cada categoría 
para determinar si se excedía o no el porcentaje máximo permitido de 
remuneraciones del personal extranjero.
1 Universidad Católica Andrés Bello, Profesor de Derecho del Trabajo. Despacho de Abo-

gados Miembro de la Firma Internacional Baker & McKenzie, Socio.
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Los obreros podían celebrar válidamente contratos de trabajo por tiempo 
determinado hasta por un año, mientras que los empleados podían celebrar 
esa clase de contratos primero hasta por cinco años y luego, a partir de la Ley 
Orgánica del Trabajo de 1990, hasta por tres años.  La Ley del Trabajo de 1936 
permitía la constitución de sindicatos de obreros, de empleados y mixtos, 
y esa posibilidad de sindicatos que podían agrupar únicamente a obreros o 
empleados se mantuvo hasta la entrada en vigencia de la Ley de 1990.

La Ley Orgánica del Trabajo, los Trabajadores y las Trabajadoras, que 
entró en vigencia el 7 de mayo de 20122 (la “LOTTT-2012”) mantuvo la 
distinción pero sólo para el sector público, cuando estableció en su artículo 
6 que dicha ley aplica a los “obreros y obreras al servicio de los órganos y entes 
públicos nacionales, estadales y municipales, centralizados y descentralizados”, 
mientras que los funcionarios públicos nacionales, estadales y municipales 
se rigen por las normas sobre la función pública en todo lo relativo a su 
ingreso, ascenso, traslado, suspensión, retiro, sistemas de remuneración, 
estabilidad, jubilaciones, pensiones, régimen jurisdiccional, y sólo se be-
ne!cian de la LOTTT-2012 en forma supletoria, en todo lo no previsto en 
aquellos ordenamientos.

Al amparo de esta tradicional distinción entre obreros y empleados 
se hizo costumbre en Venezuela que los contratos colectivos de trabajo, 
ahora convenciones colectivas de trabajo, se celebrasen en muchos casos 
sólo para obreros, a los que comúnmente se aludía como trabajadores de 
nómina diaria.  En esos casos era usual que los principales  bene!cios de la 
contratación colectiva, como las mejoras en utilidades y bono vacacional,  
fuesen extendidos voluntariamente a los empleados, mientras que otras 
condiciones -como las referidas a los aumentos salariales-, eran convenidas 
directamente por los empleados con su patrono.  Esta práctica ampliamente 
difundida se mantiene hasta nuestros días, aun cuando la Ley Orgánica del 
Trabajo de 1990 eliminó la norma que expresamente establecía la posibilidad 
de que se constituyeran sindicatos de obreros o de empleados únicamente.3

Luego de la supresión de la distinción legal entre obreros y empleados 
como categorías distintas del género trabajador, en 2012, surge la duda si 
sería válido o no negociar convenciones colectivas de trabajo en el sector pri-

2 Publicada en la Gaceta O!cial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6.076 Ex-
traordinario, del 7 de mayo de 2012.

3 Lo que ocurría era que los sindicatos de trabajadores negociaban convenciones o contratos 
colectivos para los obreros o personal de nómina diaria, únicamente, y no comprendían 
a los empleados en su ámbito personal de validez. 
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vado que apliquen a una sola de estas categorías, o si aún comprendiéndolas 
a ambas en el ámbito de aplicación personal de una determinada convención 
colectiva, cada grupo podría tener condiciones o bene!cios diferentes, en 
atención a sus funciones y responsabilidades en la entidad de trabajo.

En nuestro criterio la respuesta a ambas preguntas es a!rmativa, porque a 
pesar que la ley no haga expresa distinción entre ambas categorías (obreros y 
empleados), cada grupo tiene funciones y responsabilidades diferentes.  En 
esos casos la diferenciación no resulta de un capricho del empleador sino 
de una necesidad real y de una situación fáctica que no debe ser ignorada.

II. Marco normativo 
La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece en su 
artículo 96 que todos “los trabajadores y las trabajadoras del sector público 
y del privado tienen derecho a la negociación colectiva voluntaria y a celebrar 
convenciones colectivas de trabajo, sin más requisitos que los que establezca la 
ley.”  La Carta Magna agrega que “las convenciones colectivas deben amparar 
a todos los trabajadores y trabajadoras activos al momento de su suscripción 
y a quienes ingresen con posterioridad.”

Por su parte, la LOTT-2012 elimina toda distinción entre obreros y em-
pleados relativa al sector privado de la economía, repite el postulado consti-
tucional de que las normas de la convención colectiva bene!cian a todos los 
trabajadores y las trabajadoras de la entidad de trabajo aun cuando ingresen 
con posterioridad a su celebración, y agrega que sólo están exceptuados 
de la aplicación de la convención colectiva de trabajo “los representantes 
del patrono o patrona a quienes le corresponde autorizar y participan en su 
discusión, salvo disposición en contrario de las partes.” 

Aunque estas normas pueden llevar a concluir que la convención colec-
tiva de una entidad de trabajo debe aplicarse a todos sus trabajadores, con 
la única excepción de los representantes del patrono que la negociaron o 
autorizaron su celebración, existen otras normas en la misma  LOTTT-2012 
que hacen pensar que lo anterior no es una verdad absoluta.  En este sentido 
podemos citar los artículos 366, 371 y 463 de la LOTTT-2012: 

 “Principio de pureza
 Artículo 366. No podrá constituirse una organización sindical que 

pretenda representar, conjuntamente, los intereses de trabajadores 
y trabajadoras y de patronos y patronas, ni que tenga a!liados in-
distintamente a patronos y patronas y a trabajadores y trabajadoras. 
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Los trabajadores y trabajadoras de dirección no podrán constituir 
sindicatos de trabajadores y trabajadoras o a!liarse a éstos.” 

 “Clases de sindicatos de trabajadores y trabajadoras
 Artículo 371. Los sindicatos de trabajadores y trabajadoras pueden 

ser de entidad de trabajo, profesionales, de industria o sectoriales:… 
b)  Son sindicatos profesionales, de artes u o!cios los integrados 

por trabajadores y trabajadoras de una misma profesión u o!-
cio, o de profesiones u o!cios similares o conexos, ya trabajen 
en una o en distintas entidades de trabajo. Podrán constituir 
sindicatos profesionales las personas que desempeñen profe-
siones u o!cios en forma no dependiente…”

 “Protección a la pequeña y mediana industria
 Artículo 463. Cuando en una rama de actividad existan diferencias 

sustanciales entre las entidades de trabajo grandes y las pequeñas o 
medianas, la convención colectiva discutida en Reunión Normativa 
Laboral, deberá establecer condiciones diferentes para la aplicación 
de cláusulas a los !nes de protegerlas como fuentes de trabajo y de 
producción de bienes o servicios.”

En el Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo de 20064, que no ha sido 
expresamente derogado y cuyas disposiciones deberían mantener vigencia a 
menos que contradigan aquellas de la LOTTT-2012, encontramos algunas 
otras normas que refuerzan nuestra conclusión, como las contenidas en los 
artículos 145 y 148 que regulan el ámbito personal y espacial de validez de 
la convención colectiva:

 “Ámbito personal de validez de la convención colectiva
 Artículo 145. La convención colectiva bene!ciará a todos los traba-

jadores y trabajadoras de la empresa que pertenezcan a la categoría 
profesional objeto de regulación, aun cuando hubieren ingresado con 
posterioridad a su celebración e independientemente de su condición 
de miembros del sindicato que la hubiere suscrito.”

 “Ámbito espacial de validez de la convención colectiva
 Artículo 148. La convención colectiva que se celebre con el sindicato 

que represente a la mayoría absoluta de los trabajadores y trabajadoras 
regirá en los diversos departamentos o sucursales de la empresa, salvo 
que expresamente se pactare lo contrario en atención a las peculiari-
dades del trabajo que se ejecuta en dichas áreas.”

4 Publicado en la Gaceta O!cial de la República Bolivariana de Venezuela N° 38.426, del 
28 de abril de 2006. 
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III. Algunos comentarios
El nivel de la negociación colectiva deben determinarlo las partes contratan-
tes en ejercicio de la autonomía de su voluntad, y no debería ser impuesto de 
manera unilateral por la legislación o las autoridades.  Así lo ha entendido el 
Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo, 
cuando ha expresado que “En base al principio de negociación colectiva libre 
y voluntaria, establecido en el artículo 4 del Convenio núm. 98, la determina-
ción del nivel de negociación colectiva debería depender esencialmente de la 
voluntad de las partes y, por consiguiente, dicho nivel no debería ser impuesto 
en virtud de la legislación, de una decisión de la autoridad administrativa o 
de una jurisprudencia de la autoridad administrativa.”5  

Al referirse al Convenio No. 154 y a la Recomendación No. 163 sobre la 
negociación  colectiva, la Organización Internacional del Trabajo expresa que 
el objetivo es permitir “que tenga lugar la negociación colectiva a cualquier 
nivel, desde lugares de trabajo individuales, la organización o empresa, la 
ocupación, la industria, o a nivel regional o nacional”, y agrega que “las partes 
en la negociación colectiva deberían poder elegir los niveles más apropiados en 
los cuales tiene lugar la negociación colectiva. La negociación colectiva debería 
tener lugar en los niveles que las propias partes negociadoras decidan que son 
los más apropiados. La Recomendación núm. 163 dispone que se deberían 
adoptar medidas adecuadas a las condiciones nacionales para que la nego-
ciación colectiva pueda desarrollarse en cualquier nivel, entre otros, “a nivel 
del establecimiento, de la empresa, de la rama de actividad, de la industria y 
a nivel regional o nacional”. No existe un nivel que sea mejor que otros para 
una negociación colectiva. Cada uno tiene sus propias características y las 
partes deberían elegir por sí mismas el nivel que desean.”6

5 Tomado del artículo intitulado “Principios de la OIT sobre la negociación colectiva”, de 
Bernard Gernigon, Alberto Odero y Horacio Guido, publicado en la Revista Interna-
cional del Trabajo, vol. 119 (2000), núm. 1, página 46. Consultado en: http://www.ilo.org/
public/spanish/revue/download/pdf/gernigon.pdf.  En el mismo ensayo los autores citan 
que en un caso relativo a Bulgaria, “tras examinar la queja de la organización querellante 
de que algunos convenios colectivos se aplicaban sólo a las partes contratantes y a sus a!-
liados, y no a todos los trabajadores, el Comité de Libertad Sindical declaró: «Se trata de 
una opción legítima – como también podría serlo la contraria – que no parece violar los 
principios de la libertad sindical y que, además, es seguida en muchos países« (OIT, 1996b, 
caso 1765, párrafo 100).” Página 42.

6 Tomado de: “Promoción de la negociación colectiva Convenio núm. 154”, consultado 
en: http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_dialogue/---dialogue/documents/
publication/wcms_172300.pdf.

http://www.ilo.org/public/spanish/revue/download/pdf/gernigon.pdf
http://www.ilo.org/public/spanish/revue/download/pdf/gernigon.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_dialogue/---dialogue/documents/publication/wcms_172300.pdf
http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_dialogue/---dialogue/documents/publication/wcms_172300.pdf
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Además, la posibilidad de que existan diversas condiciones de trabajo 
en el marco de una misma empresa, incluso si hubieran sido pactadas 
colectivamente, es una realidad aceptada por nuestra legislación interna.

Cuando la LOTTT-2012 permite que existan sindicatos profesionales 
(artículo 371), que sólo pueden representar a trabajadores de una misma 
profesión u o!cio, está validando que en una misma entidad de trabajo 
puedan coexistir varias convenciones colectivas.  Así por ejemplo, en una 
empresa manufacturera podría existir una convención colectiva de trabajo 
para el personal de planta, negociada con un sindicato de empresa o de 
entidad de trabajo, otra convención colectiva para los vendedores de la 
empresa, negociada con un sindicato profesional de vendedores, y una 
tercera convención colectiva de trabajo para los choferes de la empresa que 
transportan la materia prima y los productos terminados de ésta, negociado 
y suscrito con un sindicato profesional del transporte.  Tres convenciones 
colectivas de trabajo –y podrían ser más–, negociadas en condiciones dife-
rentes con tres sindicatos distintos.  

En la misma línea de pensamiento, cuando la LOTTT-2012 permite que 
en el marco de una convención colectiva por rama de actividad se establezcan 
“condiciones diferentes para la aplicación de cláusulas” a !n de proteger a la 
pequeña y mediana empresa (artículo 463), está reconociendo que existen 
situaciones en las cuales no sólo es posible sino necesario establecer condi-
ciones de trabajo diferentes, dependiendo de la realidad que se debe regular.

Por otra parte, si los trabajadores de dirección tienen prohibición legal 
expresa de a!liarse o pertenecer a los sindicatos de trabajadores (artículo 
366 de la LOTTT-2012), luce lógico que tal categoría debería poder quedar 
excluida de la aplicación de la convención colectiva de trabajo y tener sus 
propias condiciones y bene!cios, aunque la legislación vigente no lo dis-
ponga así de manera categórica. 

Finalmente, cuando el Reglamento de 2006 regula el efecto expansivo 
de la convención colectiva, lo limita a los trabajadores que pertenezcan a la 
categoría profesional objeto de regulación.  Y cuando permite al patrono y 
al sindicato mayoritario acordar que la convención colectiva de trabajo no 
aplique a algunos departamentos o sucursales de la empresa, en atención 
“a las peculiaridades del trabajo que se ejecuta en dichas áreas”, está recono-
ciendo que la convención colectiva no necesariamente ha de aplicarse por 
igual a todos los trabajadores de una misma empresa o entidad de trabajo.
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IV. Condiciones de trabajo diferentes según  
la categoría profesional

Es evidente que con el tiempo se han ido eliminando las diferencias entre 
obreros y empleados, en cuanto a su regulación laboral.  Ya no existe entre 
nosotros diferencia alguna respecto a la duración máxima de la jornada ni 
tampoco respecto al tiempo por el cual cada categoría puede contratar por 
tiempo determinado, y tampoco hay diferencias en materia sindical.

Sin embargo, lo anterior no signi!ca que no existan diferencias entre 
grupos de trabajadores, y que no se puedan justi!car tratamientos distin-
tos.  Evidentemente es diferente el trabajo que realiza el operario de una 
máquina al que lleva a cabo su supervisor, un o!cinista, o un chofer de la 
misma entidad de trabajo.  

Entonces, si la legislación laboral venezolana permite que los trabajadores 
se agrupen en sindicatos por su profesión, arte u o!cio, y que tales sindicatos 
celebren convenciones colectivas para los trabajadores de esa profesión y no para 
el resto de los trabajadores de la empresa o entidad de trabajo, debería ser válido 
y permitirse que un sindicato de empresa negocie una convención colectiva para 
los trabajadores de la planta industrial y otra o ninguna para los trabajadores 
administrativos, por ejemplo.  Y, en ese mismo caso, los trabajadores adminis-
trativos no podrían pretender la aplicación de la convención colectiva suscrita 
para los trabajadores de la planta industrial, ni siquiera invocando el efecto 
expansivo que nuestra legislación reconoce a sus disposiciones, precisamente 
por tratarse de trabajadores que pertenecen a categorías profesionales diferentes.

En otras palabras, si concluimos que hay diferencias reales y objetivas, 
susceptibles de justi!car un tratamiento laboral distinto, en atención a las 
características de las labores que se realizan, o a las responsabilidades del traba-
jador, o al lugar en que se prestan los servicios, o a cualquier otra circunstancia 
objetiva que no sea fruto del capricho ni suponga una discriminación arbitraria, 
deberían poder existir condiciones de trabajo diferentes, incluso colectivas.  

En estos casos, más que excluir de la aplicación de la convención colec-
tiva a un grupo de trabajadores, se trata de negociarla para una categoría 
profesional especí!ca, o incluso para diferentes categorías profesionales 
pero estableciendo razonables diferencias entre ellas.  De esta manera, 
debería ser válida una convención colectiva de trabajo para el personal de 
nómina diaria o personal de nómina menor, únicamente.  Esta posibilidad 
tendría aún menos discusión si el empleador garantiza que el personal no 
amparado por la convención colectiva, o excluido de la misma, disfrutará de 
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condiciones y bene!cios que, en su conjunto, sean equivalentes o superiores 
a las que disfruta el personal amparado.7

Un ejemplo reciente que valida nuestra posición, tan importante como 
para cali!car de precedente, se puede observar en la convención colectiva de 
trabajo de la industria petrolera que debe regir entre el primero de octubre 
de 2011 y similar fecha de 2013, la cual fue acordada después de la entrada 
en vigencia de la LOTTT-2012. 

Esta convención colectiva utiliza los términos obrero y empleado cuando 
de!ne quién es trabajador y también en su tabulador de cargos y salarios 
básicos, y la misma sólo aplica, regula y bene!cia, al personal de la Nómina 
Diaria y la Nómina Mensual Menor de PDVSA Petróleo, S.A.  Se excluye 
expresamente de su ámbito personal de aplicación, de ésta la más importante 
convención colectiva de trabajo del país, a los trabajadores de dirección y a 
los representantes del patrono, como éstos son de!nidos en los artículos 37 
y 41, respectivamente, de la LOTTT-2012, a quienes por la parte patronal 
autorizan la celebración de la convención y participan en su discusión (artí-
culo 432 de la LOTTT-2012) y a los empleados que pertenecen a la llamada 
“Nómina No Contractual”.8  De acuerdo con el texto de dicha convención, la 
7 Ésta ha sido la condición impuesta por el legislador venezolano para permitir excluir 

válidamente, antes de la entrada en vigencia de la LOTTT-2012, a los empleados de direc-
ción y a los trabajadores de con!anza del ámbito de validez personal de una convención 
colectiva de trabajo.

8 La primera parte de la cláusula 2 de la citada convención colectiva de trabajo expresa 
textualmente lo siguiente: “CLÁUSULA 2: ÁMBITO DE APLICACIÓN PERSONAL DE LA 
CONVENCIÓN.  Se encuentra amparado por esta CONVENCIÓN, el TRABAJADOR de la 
Nómina Contractual, comprendida por la Nómina Diaria y la Nómina Mensual Menor de 
la EMPRESA; no así, aquél que atendiendo al principio de la primacía de la realidad sobre 
las formas y apariencias, desempeñe los puestos o trabajos contemplados en los Artículos 
37, 41 y 432 de la Ley Orgánica del Trabajo, Los Trabajadores y Las Trabajadoras.

 La promoción de un TRABAJADOR se realizará sin perjuicio de que la vacante que resulte 
con ocasión de la misma, sea cubierta conforme a lo previsto en las cláusulas 35 y 56 de 
esta CONVENCIÓN.

 Asimismo, queda exceptuado de la aplicación de esta CONVENCIÓN, el empleado de la EM-
PRESA que pertenezca a la Nómina No Contractual; la cual está conformada por un personal 
que disfruta de una serie de bene!cios y condiciones de trabajo, regidos por la Normativa 
Interna de la EMPRESA, cuyas normas y procedimientos contemplan condiciones que en su 
conjunto no podrán ser inferiores a las existentes para el personal amparado por la presente 
CONVENCIÓN. No obstante esta excepción, la EMPRESA mani!esta su respeto a la libertad 
que tiene todo TRABAJADOR de a!liarse o no a una organización sindical, y de ejercer todos 
los derechos que en este aspecto la legislación laboral le concede; en virtud de lo cual, el perso-
nal de la Nómina No Contractual no será afectado en los derechos sindicales que le consagran 
la Ley Orgánica del Trabajo, Los Trabajadores y Las Trabajadoras. Y su Reglamento, y en 
este sentido no podrán ser impedidos de participar en actividades de mero ejercicio sindical.
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Nómina No Contractual  está conformada por personal “que disfruta de una 
serie de bene!cios y condiciones de trabajo, regidos por la Normativa Interna 
de la EMPRESA, cuyas normas y procedimientos contemplan condiciones 
que en su conjunto no podrán ser inferiores a las existentes para el personal 
amparado por la presente CONVENCIÓN.” 

Si esta convención colectiva fuese homologada por la Dirección de 
Inspectoría Nacional del Ministerio del Poder Popular para el Trabajo y 
Seguridad Social9, ello sería  un reconocimiento o!cial, de la autoridad 
administrativa del trabajo, a que distintas categorías de trabajadores de 
una misma empresa pueden tener condiciones de trabajo diferentes, y que 
ciertas categorías de trabajadores, como el personal de la llamada nómina no 
contractual, los trabajadores de dirección y el resto del personal que cali!ca 
como representante del empleador, pueden ser expresamente excluidos de 
la aplicación de una convención colectiva de trabajo.

V. Algunas decisiones judiciales de importancia
La Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia ha opinado en 
varias oportunidades que es perfectamente posible limitar el ámbito de apli-
cación de las convenciones colectivas de trabajo a determinadas categorías 
profesionales de trabajadores, y ha entendido que obreros y empleados son 
categorías profesionales diferentes.  

V.I En su sentencia N° 1124 dictada el 29 de septiembre de 2004, 
con ponencia del Magistrado Omar Mora Díaz (caso: Raúl Flo-
res Díaz y otros vs. Snacks América Latina Venezuela, S.R.L.), 
el Máximo Tribunal aceptó la validez y e!cacia de una norma 

 A los efectos de la aplicación de los mencionados Artículos de la Ley Orgánica del Trabajo, 
Los Trabajadores y Las Trabajadoras, cualquier TRABAJADOR que no estuviere de acuerdo 
con su exclusión, podrá acogerse al Procedimiento en Caso de Diferencias estipulado en la 
Cláusula 75 de esta CONVENCIÓN.

 Si la decisión fuere favorable al TRABAJADOR, éste comenzará a disfrutar de todos los 
bene!cios de la presente CONVENCIÓN, a partir de la fecha de la sentencia del tribunal 
o del Laudo Arbitral, sin que ello implique duplicidad con los bene!cios que le han venido 
siendo aplicados como parte del personal  no amparado por esta CONVENCIÓN, ni la 
retroactividad de los bene!cios contractuales.

 En todo caso, la política laboral de la EMPRESA con relación a la implementación de bene!cios 
sociales y en particular, los referidos a vivienda, salud, educación y alimentación, se seguirán 
con base a los principios constitucionales de igualdad y no discriminación, teniendo como 
propósito elevar la calidad de vida de todo su personal en consideración a su entorno familiar.”

9 Entendemos que para la fecha de este ensayo la citada convención aun no ha sido homo-
logada.



CONSECUENCIAS DE LA SUPRESIÓN LEGAL DE LAS CATEGORÍAS DE OBRERO Y EMPLEADO...

DERECHO Y SOCIEDAD 46 

de la convención colectiva de trabajo que limitaba el efecto 
de aquella únicamente a los obreros, a pesar que desde la Ley 
Orgánica del Trabajo de 1990 ya se establecía que la cali!cación 
de un trabajador como obrero o empleado no podía establecer 
diferencias entre uno y otro, “salvo en los casos especí!cos que 
señala la Ley.”10  En su decisión, la Sala de Casación Social 
expresó lo siguiente:

 “Finalmente, con relación a la aplicación de la Convención 
Colectiva suscrita entre la empresa y el Sindicato Unión de 
Trabajadores de la Galleta, Nutrimentos y Similares del Dis-
trito Federal y Estado Miranda, a los empleados demandantes, 
debe la Sala declarar improcedente tal solicitud, por cuanto, la 
misma rige y está dirigida a amparar a los obreros, de!nidos en 
la Cláusula Nº 1 como empleados de nómina diaria, siendo tal 
convención suscrita por un Sindicato Profesional, tal como lo 
señaló la representación de la parte accionada y por lo tanto, 
no resultan extensibles los bene!cios a otros trabajadores que 
no sean obreros. Así se decide.”11   

VII. En una sentencia posterior,  la N° 0527 del 22 de marzo de 
2006 (caso: Alejos Antonio Guédez Yépez y otros vs. Alcaldía 
del Municipio Iribarren del Estado Lara), la Sala precisó que la 
convención colectiva puede aplicar a determinadas categorías 
de trabajadores en atención a su profesión, arte u o!cio, y con-
cluyó que una convención colectiva dirigida a los empleados 
públicos de la Municipalidad no podía extenderse a los obreros 
de dicho ente, en los siguientes términos: 

 “Conteste con el criterio citado, es necesario advertir que la 
convención colectiva dentro de sus cláusulas, delimita el ám-
bito personal y temporal de validez de la misma. En efecto, la 
convención colectiva tendrá por objeto regular las condiciones 
de trabajo en una empresa o establecimiento, o incluso, lo que 
respecta a determinada categorías de trabajadores en atención 
a su profesión, arte u o!cio. Por tanto, del marco de e!cacia del 

10 Artículo 48 de la Ley Orgánica del Trabajo de 1990. La Ley de 1990 también establecía 
que las estipulaciones de la convención colectiva debían bene!ciar a todos los trabaja-
dores de la empresa, y sólo se permitía exceptuar de su ámbito de aplicación personal a 
los trabajadores de con!anza y a los empleados de dirección (Artículo 509).

11 Consultada en:  http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/septiembre/1124-290904-04588.
htm; 

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/septiembre/1124-290904-04588.htm
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/septiembre/1124-290904-04588.htm
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artículo 509 de la Ley Orgánica del Trabajo, se desprende que de 
las estipulaciones de una convención colectiva serán bene!cia-
rios los trabajadores de la respectiva empresa o establecimiento, 
o si sólo se regulare una determinada categoría profesional, la 
totalidad de los trabajadores pertenecientes a ésta.

 En consecuencia, conteste con lo antes esgrimido, al estar 
dirigido el ámbito de aplicación subjetiva de la mencionada 
convención colectiva a quienes prestan servicio a la Municipa-
lidad como empleados públicos, los obreros están excluidos del 
mismo, por lo que mal pudiese ordenarse pagar un bene!cio 
contemplado en una convención colectiva que no ampara a 
dichos trabajadores. Así se decide.”12

VIII. En sentencia N° 0015 del 1° de febrero de 2006 (caso: Wilfredo 
Alexis Noguera González vs. Compañía Anónima Nacional 
Teléfonos de Venezuela  C.A.N.T.V.), la Sala de Casación Social 
opinó que un plan convencional de retiro que ofrecía bene!cios 
diferentes a distintos grupos de trabajadores no era discrimina-
torio sino válido.  La Sala acogió el criterio expresado por la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en el sentido 
que no todo trato desigual es discriminatorio, y que lo que se 
prohíbe es dar un trato desigual a situaciones idénticas.  En lo 
particular, esta decisión validó que alguien que no cali!caba 
como empleado de dirección o trabajador de con!anza pero 
cuyo cargo no !guraba tampoco en el tabulador de la conven-
ción colectiva de trabajo, pudiera tener condiciones distintas 
y recibir a su retiro un número menor de mensualidades que 
los trabajadores que sí estaban amparados por la convención 
colectiva.  En su decisión la Sala señaló: 

 “Ahora bien, no todo trato desigual es discriminatorio, sólo lo 
será el que no esté basado en causas objetivas y razonables, pero 
el Legislador puede introducir diferencias de trato cuando no 
sean arbitrarias, esto es, cuando estén justi!cadas por la situa-
ción real de los individuos o grupos, es por ello, que el derecho 
a la igualdad sólo se viola cuando se trata desigualmente a los 
iguales, en consecuencia, lo constitucionalmente prohibido es 
el trato desigual frente a situaciones idénticas.

12 Consultada en:  http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/marzo/0527-220306-05382.htm;

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/marzo/0527-220306-05382.htm
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 Como conclusión de lo antes expuesto, esta Sala considera 
necesario señalar, que la cláusula de igualdad ante la ley, no 
prohíbe que se le con!era un trato desigual a un ciudadano o 
grupo de ciudadanos, siempre y cuando se den las siguientes 
condiciones: a) que los ciudadanos o colectivos se encuentren 
real y efectivamente en distintas situaciones de hecho; b) que el 
trato desigual persiga una !nalidad especí!ca; c) que la !nalidad 
buscada sea razonable, es decir, que la misma sea admisible 
desde la perspectiva de los derechos y principio constitucio-
nales; y d) que la relación sea proporcionada, es decir, que la 
consecuencia jurídica que constituye el trato desigual no guarde 
una absoluta desproporción con las circunstancias de hecho y 
la !nalidad que la justi!ca. Si concurren las condiciones antes 
señaladas, el trato desigual será admisible y por ello constitutivo 
de una diferenciación constitucionalmente legítima.

 Ahora bien, de las actas que conforman el expediente, y en 
especial de las comunicaciones consignadas por el demandante, 
relacionadas con el “Plan Único Especial”, cursantes del folio 
16 al 18 de la primera pieza del expediente, se observa que la 
empresa especi!có en qué consistía dicho plan y el incentivo 
que recibirían los trabajadores que decidieran suscribirlo. En 
tal sentido se evidencia al folio 18 del expediente (primera 
pieza) la siguiente inscripción: “Los trabajadores amparados 
por la Convención Colectiva de trabajo vigente en la empresa 
y que desempeñen alguno de los cargos comprendidos en el 
Anexo “A” de dicha convención, recibirán (...) Los trabajadores 
de Dirección o Con!anza, o que no desempeñen ninguno de 
los cargos comprendidos en el Anexo “A” de  la Convención 
Colectiva de trabajo vigente en la empresa, recibirán (...)”.

 De manera pues, que en el Programa Único Especial, se con-
templaban dos (2) categorías de grupos para la aplicación 
del incentivo económico que ofreció la empresa, es decir, en 
la primera se reHejaban los trabajadores que se encontraban 
amparados por la Contratación Colectiva cuyos cargos estaban 
descritos en el anexo “A”, y la segunda categoría estaba dirigida 
a los trabajadores de Dirección o Con!anza, o que no desem-
peñaran ninguno de los cargos comprendidos en el anexo “A” 
de la Convención Colectiva de Trabajo.
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 En tal sentido, el cargo del demandante se encuentra en la 
segunda categoría, en virtud de que su cargo, aun y cuando 
no es de Dirección o de Con!anza, no se encontraba dentro 
de la categoría de los que aparecen en el anexo “A”.

 Aunado a lo antes expuesto, cabe señalar, que cursa a los folios 
136, 137 y 138 de la segunda pieza del expediente, comunica-
ción enviada por el demandante a la empresa CANTV, notaria-
da por ante la notaría undécima del Municipio Libertador, en la 
que expresa: ...”después de haber analizado conscientemente las 
ventajas económicas que pueden obtener los trabajadores que 
libremente suscriban dicho Plan ... mani!esto mi voluntad de 
acogerme al referido “Programa Único Especial”, así mismo 
señaló en dicha comunicación que tomaba la decisión sin nin-
guna presión y estando en conocimiento que como trabajador 
tenía la opción de continuar laborando en la empresa y las 
ventajas y desventajas de acogerse al Programa Único Especial, 
recibiendo por lo tanto “una cantidad importante de dinero” 
para el momento de su retiro, de lo cual se evidencia que el 
trabajador estaba en conocimiento del incentivo económico 
que recibiría en caso de acogerse al citado Programa Único 
Especial, en virtud del lugar en  la escala que ocupaba el cargo 
por él desempeñado.

 En consecuencia, de todo lo antes expuesto, no evidencia la 
Sala, que en el presente caso exista por parte de la empresa 
demandada un trato desigual o discriminatorio en contra del 
demandante, tal como lo estableció la recurrida, pues, como 
antes se indicó, existían varias categorías de cargos en el Plan 
Único Especial, y dependiendo de su ubicación se estableció 
proporcionalmente la boni!cación a percibir por los intere-
sados en acogerse al citado plan propuesto por la empresa y 
siendo que dicho trabajador manifestó expresamente su vo-
luntad de acogerse al P.U.E., considera la Sala que incurrió la 
recurrida en la infracción de los artículos 21 de la Constitución 
Nacional de la República, 26 de la Ley Orgánica del Trabajo y 
13 del Reglamento de la citada ley, al no existir en el caso bajo 
estudio discriminación alguna.”13

13  Consultada en: http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/febrero/0015-010206-04583.htm

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/febrero/0015-010206-04583.htm
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IX. Al conocer de la decisión de un tribunal superior que opinó 
que la Constitución de 1999 “enerva esa distinción entre obreros 
y empleados y entre trabajadores de con!anza y empleados de 
dirección, pasando a considerarlos a todos por igual, esto es, como 
prestadores de servicios personales en relación de subordinación, 
sin distinción de clases o categorías”, y con base en ello concluyó 
que no era válido excluir de la aplicación de una convención 
colectiva a los trabajadores de con!anza y a los empleados 
de dirección, la Sala Social casó la sentencia y opinó que tal 
exclusión era válida y no discriminatoria.  En su decisión, la 
Sala expresó lo siguiente: 

 “El artículo 509 de la ley Orgánica del Trabajo, señala: “las 
estipulaciones de las convenciones colectivas bene!ciarán a 
todos los trabajadores de la empresa...” sin embargo, “...Las 
partes podrán exceptuar de su aplicación a las personas a que 
se re!eren los artículos 42 y 45 de esta ley”, es decir, tal dispo-
sición legal permite la exclusión de dichas convenciones a los 
trabajadores de con!anza y empleados de dirección.

 Ahora bien, nuestro Texto Constitucional (artículos 95 y 96) 
establece que todos los trabajadores sin distinción alguna 
gozarán de plena libertad sindical, es decir, tienen el derecho 
de constituir libremente sindicatos, así como también derecho 
a la negociación colectiva y a la celebración de convenciones 
colectivas las cuales ampararán a todos los trabajadores, co-
locándolos en un plano de igualdad.

 En este sentido, la exclusión a la que hace referencia la Ley 
Sustantiva laboral, no implica discriminación alguna a los 
trabajadores de dirección y de con!anza, que genere violación 
al derecho que los trabajadores tienen de constituir sindicatos, 
así como de la posible aplicabilidad, a estos, de una convención 
colectiva cuando así lo deseen las partes contratantes, la volun-
taria exclusión de dichos trabajadores, considera esta Sala es 
producto de las labores que los mismos desempeñan, lo cual 
hace que se diferencien del universo de los trabajadores, sin 
que ello implique desigualdad discriminatoria alguna.

 Considerar, tal como lo hizo la Alzada, que la sustracción de 
tales trabajadores, a la que hace referencia la contratación 
colectiva en comento, quebranta, vulnera el texto Constitu-
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cional, crearía un grave precedente al orden público laboral, 
ya que de esta forma se estaría privilegiando a una categoría 
de trabajadores que dadas sus características se encuentran 
en condiciones de tiempo, modo y lugar diferentes a aquellos 
que se encuentran bajo su subordinación, generando graves 
consecuencias al alto interés Público Nacional, tanto en el 
sector público como en el sector privado.

 Así pues, existen razones su!cientes para casar de o!cio el fallo 
recurrido, quedando así nula dicha decisión…”14 

VI. Conclusiones
X Es factible que puedan existir condiciones de trabajo diferentes para 

las distintas categorías de trabajadores de un empresa o entidad de 
trabajo, siempre que ello se justi!que en razones objetivas que no 
supongan discriminación arbitraria, como el tipo de actividades, la 
ubicación geográ!ca, el nivel de responsabilidad de los trabajadores 
y su lugar en la organización, entre otros.

X El ámbito personal de aplicación de una convención colectiva de 
trabajo debe ser decidido de manera autónoma por las partes que la 
negocian. Si las partes deciden que la convención colectiva sólo aplica 
a una categoría de trabajadores, ello debería ser válido.

X En ejercicio de esa misma autonomía de voluntad, las partes de una 
convención colectiva de trabajo pueden decidir negociarla para varias 
categorías distintas de trabajadores, estableciendo diferencias entre 
ellas en el texto de la convención, o que determinadas cláusulas sólo 
apliquen a una u otra de dichas categorías.

Noviembre de 2012

14 Sentencia N° 1629 del 14 de diciembre de 2004 (caso: Rafael Guillermo Cabrera Arteaga 
vs. Casa Propia Entidad de Ahorro y Préstamo, C.A.).  Consultada en: http://www.tsj.
gov.ve/decisiones/scs/diciembre/1629-141204-041242.htm. 

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/diciembre/1629-141204-041242.htm
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scs/diciembre/1629-141204-041242.htm

